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Minuta de Reunión de Trabajo Virtual
No. 03-2022
_______________________________________________________________

	Dirección Ejecutiva

	Reunión de Administraciones Regionales 


	Temas de la reunión:
	 Asuntos varios de la Dirección Ejecutiva 


	Objetivo:


	Comunicar información importante y retroalimentar sobre temas necesarios y relevantes en las Administraciones Regionales, según agenda previamente enviada a los participantes.


	Fecha


	Lugar
	Hora inicio
	Hora final

	Viernes 27 de mayo 2022 
	Virtual mediante la herramienta Microsoft Teams
	8:00 am
	10:08 am


	Convocados
	Oficina
	Puesto
	Asistencia

	
	
	
	Sí
	No

	Ana Eugenia Romero Jenkins
	Dirección Ejecutiva
	Directora Ejecutiva
	
	X

	Wilbert Kidd Alvarado
	Dirección Ejecutiva
	Subdirector Ejecutivo
	X
	

	Catalina Fernández Badilla
	Dirección Ejecutiva
	Profesional 
	X
	

	Guillermo Mejías Villalobos  
	Corredores
	Adm. Regional
	X
	

	Esteban Solano Alvarado
	I CJ San José
	Adm. Regional
	X
	

	
	
	
	
	

	Maribel López Bermúdez
	I CJ Zona Atlántica (Limón)
	Adm. Regional
	X
	

	Elmer Hernández Castillo 
	San Cruz
	Adm. Regional
	X
	

	Miguel Gutiérrez Fernández 
	II CJ San José
	Adm. Regional
	X
	

	Aura Yanes Quintana
	III CJ Alajuela (San Ramón)
	Adm. Regional
	X
	

	Luis Solís Jiménez
	Cartago
	Adm. Regional
	X
	

	Jeremi Soto Aguilar
	Golfito
	Adm. Regional
	X
	

	Esteban Jiménez Godínez
	Osa
	Adm. Regional
	X
	

	Alexander Matarrita Casanova
	II CJ Alajuela (San Carlos)
	Adm. Regional
	
	X

	Bernardita Quirós Barrantes
	II CJ Alajuela (San Carlos)
	Coord. Área Jurisdiccional
	X
	

	Elvira Sibaja Fallas 
	II CJ Zona Atlántica (Pococí-Guápiles)
	Adm. Regional
	X
	

	Minor Arguedas Rojas
	Grecia
	Adm. Regional
	X
	

	William Cerdas Zúñiga
	Turrialba
	Adm. Regional
	X
	

	Carmen Molina Sánchez
	Puntarenas
	Adm. Regional
	X
	

	Ronald Vargas Bolaños
	San Joaquín (Ciudad Judicial)
	Administración Ciudad Judicial
	X
	

	Jairo Álvarez López
	II CJ Guanacaste (Nicoya)
	Adm. Regional
	X
	

	Seidy Jiménez Bermúdez
	I CJ Guanacaste (Liberia)
	Adm. Regional
	X
	

	Steven Picado Gamboa
	Heredia
	Adm. Regional
	
	X

	Dayana Novoa Muñoz
	I CJ Alajuela
	Adm. Regional
	X
	

	Evelyn Llantén Miranda
	Quepos
	Adm. Regional
	X
	

	Cristian Sánchez Hidalgo
	Sarapiquí
	Adm. Regional
	
	X

	Jonathan Soto Cubillo
	Sarapiquí
	Coordinador Área
	X
	

	Wendy Beita Ureña
	Pérez Zeledón
	Adm. Regional 
	X
	

	Invitados a la Reunión

	Randall Zúñiga Palacios
	Oficina de Cumplimiento
	Profesional 
	X
	


	Explicación del Tema Tratado y Acciones Definidas

	Temas: Asuntos varios de la Dirección Ejecutiva. 

El Lic. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo, inicia la reunión con los temas que se tratarán a continuación.
1. Personas usuarias a las que los Juzgadores le autorizan el pago mediante depósitos judiciales que han sido víctimas de fraude; comenta el Lic. Wilbert Kidd que sobre este tema comentado en la reunión anterior, fue conocido por el Consejo Superior, por lo cual comparte un borrador de la circular que está en proceso en la Secretaría de la Corte; se definió en el procedimiento que el enlace entre el despacho y el BCR será la Administracion Regional, para confirmar que el pago procede a la persona que realiza el trámite ante la entidad bancaria.  
Se explica de forma general que  la circular establece el procedimiento para evitar la situación de fraude, sin embargo, señala el Lic. Wilbert Kidd que el objetivo importante en este espacio de reunión es que las personas Administradoras Regionales tengan conocimiento tanto de la situación actual de fraude que se está dando en el país, así como de las acciones que ha emprendido el Poder Judicial y que, para evitar el riesgo, las Administraciones Regionales serán el enlace que permita verificar la información en el despacho judicial respecto a la autorización del pago correspondiente.

Adicionalmente, el Lic. Wilbert Kidd Alvarado aclara que esta colaboración surge en el contexto de la confianza que se tiene a las personas Administradoras Regionales , ya que en el despacho judicial, no se tiene certeza si el fraude se inicia desde la oficina judicial, y es por ello que la intervención de la Administración es vital para evitar el riesgo y tener certeza de la información para el banco.
2. Mantenimiento de vehículos en las zonas regionales:  Comenta el Lic. Wilbert Kidd, que tiene una gran inquietud sobre las solicitudes de pago por caja chica para atender mantenimientos a los vehículos de uso institucional, por cuanto ha percibido que se traslada una responsabilidad a la Dirección Ejecutiva que no le corresponde, ya que debió preverse atender el requerimiento mediante una compra menor, excepto que se presente una situación urgente.
Dado lo anterior, se les consulta cómo es la gestión del control de la flotilla en las zonas regionales, en aras de buscar una estandarización a nivel regional, para evitar las compras mediante la caja chica, ya que se considera que no son urgentes.

Comentan varias personas administradoras que esta situación generalmente sucede con el OIJ, es con este programa que se ha presentado la mayor dificultad y además, presión para que se les ayude con la reparación y mantenimiento de vehículos; de forma adicional se comenta que se ha percibido el desconocimiento de la normativa en contratación administrativa.
En línea con lo anterior,  les informa el Lic. Wilbert Kidd que, de acuerdo con la información compartida en la reunión pasada, se propició un espacio con las Administraciones del OIJ y Ministerio Público y  se acordó que a partir del mes de junio se invitará a este espacio de reunión a las Administraciones del OIJ, Ministerio Público y Defensa Pública, por lo cual se les insta a que revisen los temas importantes para exponerlos, propiciando el diálogo y llegar a acuerdos necesarios que permitan  ordenar el tema y propiciar aspectos de mejoras en las zonas regionales.  Se acuerda: Realizar una primera reunión con el OIJ y luego se realizará una segunda reunión con el MP y Defensa Pública; deberán las Administraciones Regionales deberán enviar a esta Dirección los temas que requieren ser tratados con el OIJ, el Ministerio Público y la Defensa.
3. Formulario del Socorro Mutuo; su envío a la Dirección Ejecutiva

Debido a que se ha aumentado las devoluciones de los formularios del Socorro Mutuo, por incumplimiento de requisitos, o bien por información errónea e incompleta, se realiza una explicación sobre los requisitos de revisión en el formulario que deben realizar las Administraciones Regionales; de forma adicional, se les solicita trasladar esta información a las personas que revisan y tramitan este formulario.

De acuerdo con lo consultado sobre el apartado o sello del recibido, se aclara que debe indicarse en todos los formularios, tanto para personas servidoras judiciales activas, como para las personas judiciales jubiladas.

Se adjunta el archivo con la información expuesta.
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4. Incorporación de meritorios a las oficinas y despachos judiciales:
Se consulta en este espacio sobre la incorporación de los meritorios a las oficinas judiciales; se indica por parte del Lic. Wilbert Kidd Alvarado que, hay un acuerdo del Consejo Superior sobre la viabilidad para incorporar este recurso, suspendido por los efectos de la pandemia enfrentada a nivel nacional.  El Lic. Ronald Vargas Bolaños, compartió en el chat de la reunión el acuerdo, que se adjunta a esta minuta.  
“Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe N° oficio PJ-DGH-SSO-701-2022 del 02 de mayo de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el ingeniero Freddy Briceño Elizondo, por su orden; Directora a.i., Subdirectora a.i. y Jefe de Salud Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Acoger la recomendación que en él se indica, en consecuencia: autorizar la incorporación de las personas meritorias a los despachos judiciales. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el plazo de 8 días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, remita a este Consejo un proyecto de circular en el que se detalle el procedimiento, así como las obligaciones que deben de cumplir los despachos y oficinas judiciales al momento de incorporar al personal meritorio. En ese sentido la citada Dirección deberá de tomar en consideración para el citado proyecto lo siguiente: a.) Requisitos que debe de llenar el personal meritorio ante esa dependencia. b.) Información que se debe de girar a los despachos u oficinas judiciales, con respecto a requisitos mínimos que debe de cumplir el personal meritorio para los puestos, en caso de un nombramiento. c.) Incorporación del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”. d.) Así como la obligación que debe de reunir ese personal en someterse a las directrices institucionales, en temas de salud, como por el ejemplo: uso de mascarilla, esquemas de vacunación completo, y otros que se estimen pertinentes. 
 

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.” 
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De igual forma, respecto a la reactivación del uso de los gimnasios ubicados en los diferentes Circuitos Judiciales, está próximo a resolverse por parte del Consejo Superior.



	Tema 2:  Licda. Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional de Alajuela, expone sobre el procedimiento y acciones ejecutadas para evitar el extravío o pérdida de un activo en el Circuito Judicial de Alajuela.
Informa don Wilbert, que el espacio tiene como objetivo aprender de lo que se ha realizado en la Administración Regional de Alajuela para evitar el riesgo de activos no encontrados.
Expone Dayana indicando que lo hará de forma general, pues el detalle del uso del sistema y demás, lo tiene a cargo un compañero de la Administración, al cual le pueden consultar con detalle en el caso de tener alguna consulta específica respecto al uso del sistema, se llama Andres Agüero y atiende la cuenta de correo Proveeduría Alajuela, para que lo puedan contactar.

De forma general explica lo siguiente:

1. Se asocia cada activo con una persona responsable; explica la metodología seguida en aquellos casos de activos de áreas comunes, entre ellos, informática. Los activos de espacios comunes de un despacho judicial, se asigna a la jefatura correspondiente.
2. Una vez finalizado el inventario, se realizó una entrega formal mediante correo electrónico; se adjuntó el listado con el responsable de cada uno de los activos.  La jefatura por su parte realizó la entrega individual a cada servidor judicial.

3. Posteriormente, se remitió una circular general a todas las oficinas y despachos judiciales, con los lineamientos establecidos, resaltando la responsabilidad y custodia de los activos no encontrados.

4. Debido a la entrega realizada, se logró identificar al responsable del activo no encontrado, por lo cual, se le remitió un oficio estableciendo la responsabilidad y la posibilidad de pago en caso de no encontrarlo.  Se han presentado casos donde la persona ha tenido que pagar y luego del depósito o pago, se hace el descargo o baja en el Departamento de Proveeduría. La otra posibilidad que existe es la reposición del activo de acuerdo con el valor presente.
Se consulta por parte del Lic. Ronald Vargas Bolaños, sobre las acciones tomadas con el OIJ, pues generalmente se enfrenta un alto porcentaje de activos no encontrados; al respecto, la Licda. Dayana Novoa, señaló que el mayor riesgo detectado en el Circuito Judicial de Alajuela, se identificó en el OIJ, Tecnología de la Información y en las Salas de Juicio.  Como primera acción, se reunió con las jefaturas de la Dirección de Tecnología y del OIJ en Alajuela y les explicó la problemática existente, en el caso del OIJ se les solicitó definir la persona a la que se le asignaría la custodia de activos propios para la función judicial del OIJ, por lo cual, de esa forma ordenaron los activos.  Una vez obtenidos los resultados del inventario anual, se informó al Circuito la posibilidad de pagarlo o bien reponerlo, todo en coordinación con el Departamento de Proveeduría; en caso de que no se ubicó o no se repone, deberá el responsable de poner la denuncia correspondiente para que se llegue al final del proceso y se depure el resultado del inventario.

Se aclaró en el chat de la reunión que todas las circulares vigentes del tema de activos, se estableció en la matriz del segundo seguimiento, relacionado con la meta N°5 de la evaluación del desempeño para la persona Administradora Regional; esto para que puedan revisar toda la normativa existente del tema y aplicar lo correspondiente en cada Circuito Judicial.

Finalmente, en este espacio el Lic. Wilbert Kidd Alvarado, agradece a la Licda. Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional de Alajuela, su intervención respecto a compartir su experiencia con las acciones de mejora aplicadas para minimizar el riesgo de un activo no encontrado en todos los Circuitos Judiciales del país, considerando que este es un tema complicado a nivel institucional en el Poder Judicial.

	5. Tema: Informe de la Auditoría Judicial, comunicado mediante oficio N°877-71-IAC-SAEE-2021, referente a la “Evaluación del sistema de Control Interno para administrar las incompatibilidades para el proceso de compras en el Poder Judicial”, efectuado por la Sección Auditoría de Estudios Especiales.
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Informa el Lic. Wilbert Kidd Alvarado, que debido al informe anterior, dentro de las recomendaciones se giró a la Dirección Ejecutiva la siguiente:

A la Directora Ejecutiva
4.1.       Coordinar con la Oficina de Cumplimiento, la aplicación de la metodología del riesgo de corrupción en el proceso de compra de bienes y servicios en las administraciones regionales, con la finalidad de aprovechar los resultados del ejercicio con la Proveeduría y así definir y estandarizar los controles para la gestión de este riesgo en esas oficinas a nivel nacional, en apego a principios de rectitud y transparencia.
Dado lo anterior, se coordinó lo correspondiente con la Oficina de Cumplimiento y por lo cual, se solicitó la colaboración sobre la metodología del riesgo de corrupción en el proceso de compra de bienes y servicios que se aplica en todas las Administraciones Regionales, ya que dista de la realidad que se tiene con el Departamento de Proveeduría; a continuación, se concede el espacio al Lic. Randall Zúñiga Palacios, Profesional de esta oficina para abordar la recomendación girada por la Auditoría Judicial.

El Lic. Randall Zúñiga, hace una explicación sobre la función de la Oficina de Cumplimiento y de metodología de riesgo de corrupción; explica con detalle mediante la siguiente exposición, que se adjunta a esta minuta.
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De acuerdo con lo expuesto, se requiere iniciar un equipo de trabajo, de acuerdo con dos alternativas posibles:

1. Un equipo conformado con la participación de las Administraciones Regionales de los 3 niveles.
2. Equipos por nivel de Administraciones Regionales (1, 2 y 3), para valorar características particulares de cada Administración y de acuerdo con la estructura de personal con la que cuentan.

Se decide la segunda opción, por lo cual el Lic. Melvin Obando Villalobos estará definiendo los grupos y las coordinaciones con la Oficina de Cumplimiento; solicita el Lic. Wilbert Kidd Alvarado, que se inicie a corto plazo, considerando entre los equipos las Administración Regional de Quepos y la Administración de Ciudad Judicial, por cuanto se han identificado con condiciones, características y realidades diferentes, que ameritan su participación en los equipos de trabajo.

Finaliza la reunión al ser las 10:08 am


	Próxima reunión a definir por parte de la Dirección Ejecutiva
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Según el artículo 9 de la Ley de Socorro Mutuo, señala que este fondo 


estará integrado sólo por funcionarios propietarios y jubilados 
judiciales (NO interinos) 


 
Para las personas servidoras judiciales en propiedad 


 
1. El formulario no debe contener tachones, borrones, ni diferentes 


tipos de letras. 
2. La fecha del documento sea la más cercana de cuando lo van a 


entregar en la Recepción de esta Dirección. 
3. Debe estar firmado por el mutualista y la jefatura que tiene en 


ese momento. 
4. Debe tener el sello del despacho. 


 
Para las personas jubiladas judiciales 
 


1. El formulario no debe contener tachones, borrones, ni diferentes 


tipos de letras. 
2. La fecha del documento sea la más cercana de cuando lo van a 


entregar en la Recepción de esta Dirección. 
3. Debe estar firmado únicamente por la persona jubilada (no lo 


debe firmar nadie de la Administración u otro despacho, ni debe 


contener sello), eso sí el jubilado debe presentarse a entregarlo, 
si no le es posible, entonces el formulario sí debe venir 
autenticado. 


 
Aspectos Generales Importantes:  


 


• En ningún caso se debe adjuntar copia de la cédula. 


• El formulario no se puede enviar por correo electrónico, ni se 
recomienda por correo certificado o normal, al ser un documento 
muy importante y evitar el extravío. 


• Al dorso del formulario (todos sin excepción) se debe indicar: 
 
EL PRESENTE DOCUMENTO FUE RECIBIDO DE MANOS DE 


Nombre completo ______________________________________ 


Cédula ____________________ 


Jubilado:  sí____       no____ 


Fecha 


_______________________________      ___________________ 


Nombre de quien recibe                                           Firma 


 
 


Importante:  


 
Para aquellas A. Regionales 
que no tengan este sello, se 
les informa que esta 
Dirección a corto plazo estará 
incorporando esta 


información en el formulario; 
esto se informa para que no 
se incurra en el gasto del 
sello. 







Cuando se solicita la colaboración de la Administración Regional (por 


medio del chofer) para devolver algún formulario, nos deben devolver 
el oficio con el recibido, en ningún caso deben dejarle el recibido a las 
personas. 
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San José, 17 de mayo de 2022 


N° 4804-2022 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


Señora 


MBA. Roxana Arrieta Meléndez  


Directora interina de Gestión Humana 


  


Estimada señora: 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por 


el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 41-2022 celebrada el 12 de mayo del 2022, 


que literalmente dice: 


 


“ARTÍCULO XXXIV 


 


Documento N° 2-2022 / 4902-2022 


 


La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el ingeniero 


Freddy Briceño Elizondo, por su orden; Directora a.i., Subdirectora a.i. y Jefe de Salud 


Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SSO-701-2022 del 


02 de mayo de 2022, informaron: 


 


     “El acuerdo de la sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero del 


2022, artículo XVIII, indica en lo que interesa lo siguiente: 


 


“…Por mayoría, se acordó: Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-


SSO-107-2022 del 09 de febrero de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta 


Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el ingeniero Freddy Briceño 


Elizondo, por su orden, Directora interina, Subdirectora de Desarrollo Humano 


y Jefe de Salud Ocupacional y acoger la recomendación que en él se indica: en 


consecuencia: No autorizar la incorporación de personas meritorias en oficinas 


judiciales, debido al incremento sustancial de casos que hay a nivel país 


actualmente, toda vez que el Poder Judicial adquiriría una responsabilidad 


patronal para las personas que se estarían incorporando, las cuales podrían 


estar expuestas ocupacionalmente al virus…” 


 


Asimismo, mediante oficio PJ-DGH-SSO-605-2022, con fecha del 07 de 


abril de los corrientes, se comunicó a este Consejo la nueva versión del protocolo 


DGH-004: Condiciones de trabajo por Covid-19 con los nuevos cambios 


definidos por el Ministerio de Salud, el cual fue aprobado por el Consejo Superior 
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en N° 33-2022 celebrada el 21 de abril del 2022, a partir del 01 de abril del año 


en curso: 


 


1. Eliminación del distanciamiento social de 1.8 m en centros de 


trabajo. 


 


2. Aforos de 100%. 


 


3. Realización de actividades presenciales sin restricción de tiempo ni 


de aforo. 


 


Expuesto lo anterior, se indica, que, bajo los lineamientos actuales del 


Ministerio de Salud, no existe restricción para la incorporación de “personas 


meritorias” por aspectos asociados a distanciamiento de seguridad ni aforos. No 


obstante, en caso de que este Consejo estime conveniente incorporar personas 


meritorias, se recomienda desde esta Dirección que las mismas cuenten con el 


esquema completo de vacunación.” 


-0- 


 


  En sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero del 2022, artículo XVIII, se tuvo por 


rendido el informe N° PJ-DGH-SSO-107-2022 del 09 de febrero de 2022, suscrito por la máster 


Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el ingeniero Freddy Briceño 


Elizondo, por su orden, Directora interina, Subdirectora de Desarrollo Humano y Jefe de Salud 


Ocupacional y se acogieron las recomendaciones que en él se indicaban, tales como: 


 


“No autorizar la incorporación de personas meritorias en oficinas 


judiciales, debido al incremento sustancial de casos que hay a nivel país 


actualmente, toda vez que el Poder Judicial adquiriría una responsabilidad 


patronal para las personas que se estarían incorporando, las cuales podrían estar 


expuestas ocupacionalmente al virus” 


-0- 


 


 Luego, en sesión N° 33-2022 celebrada el 21 de abril del 2022, XLI, se tuvo por conocido 


el informe N° PJ-DGH-SSO-605-2022, del 7 de abril de 2022, suscrito por la máster Roxana 


Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Waiman Hin Herrera, 


Subdirectora interina de Desarrollo Humano, y el ingeniero Freddy A. Briceño Elizondo, Jefe de 


Salud Ocupacional. Asimismo, se aprobó la versión actualizada del DGH-004: LS-CS-009. 


Lineamiento general para propietarios y administradores de Centros de Trabajo por COVID-19”; 


y se comisionó a la Secretaría General de la Corte para que realizara la publicación de la circular 


respectiva, en concordancia con la circular N° 58-2022.  
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Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe N° oficio PJ-DGH-SSO-701-2022 del 02 de 


mayo de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera 


y el ingeniero Freddy Briceño Elizondo, por su orden; Directora a.i., Subdirectora a.i. y Jefe de 


Salud Ocupacional, todos de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Acoger la recomendación que 


en él se indica, en consecuencia: autorizar la incorporación de las personas meritorias a los 


despachos judiciales. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el plazo de 8 días 


hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, remita a este Consejo un proyecto de 


circular en el que se detalle el procedimiento, así como las obligaciones que deben de cumplir los 


despachos y oficinas judiciales al momento de incorporar al personal meritorio. En ese sentido la 


citada Dirección deberá de tomar en consideración para el citado proyecto lo siguiente: a.) 


Requisitos que debe de llenar el personal meritorio ante esa dependencia. b.) Información que se 


debe de girar a los despachos u oficinas judiciales, con respecto a requisitos mínimos que debe de 


cumplir el personal meritorio para los puestos, en caso de un nombramiento. c.) Incorporación del 


Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de 


los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”. d.) Así como la obligación que debe de reunir ese 


personal en someterse a las directrices institucionales, en temas de salud, como por el ejemplo: uso 


de mascarilla, esquemas de vacunación completo, y otros que se estimen pertinentes. 


 


La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo 


firme.” 


Atentamente,  


 


 


 


 


 


Lic. Ricardo Calderón Fernández   


Prosecretario General  


Secretaría General de la Corte 


 


Cc: 


Diligencias / Refs: (2-2022 / 4902-2022)  


Ediazo 


PT 
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Oficio N° 877-71-IAC-SAEE-2021 
 
 
13 de julio del 2021 
 
 
Máster 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora  
Dirección Ejecutiva 
 
 
Estimada señora: 
 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley General de Control Interno, se remite 
el informe final referente a la “Evaluación del sistema de Control Interno para administrar las 
incompatibilidades para el proceso de compras en el Poder Judicial”, efectuado por la Sección 
Auditoría de Estudios Especiales, del Despacho a mi cargo. 
 
El objetivo fue “Analizar si el diseño del sistema de control interno para regular las 
incompatibilidades en la contratación administrativa en el Poder Judicial es adecuado y cumple 
con la normativa que lo regula”. 
 
Cabe destacar que, en cumplimiento de lo instituido en numeral 2.10 de las “Normas para el 
ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público” y 205 de las “Normas Generales de Auditoría 
para el Sector Público”, así como en artículo 43 del “Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial1, los resultados, conclusiones y 
recomendaciones del estudio fueron presentados, en lo pertinente, a las distintas dependencias 
encargadas de la implementación de las acciones de mejora, estableciéndose plazos para su 
cumplimiento. Por lo anterior, se remiten copias del informe con el propósito de que procedan con 
la aplicación de las recomendaciones respectivas, según lo acordado. 
 
Además, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría 
efectuará oportunamente un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por 
las instancias competentes, se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos 
en cada caso.  
 
Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder 
Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley N° 8968 “Protección de la Persona frente al 
tratamiento de sus datos personales”. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 


 
1 Aprobado por Corte Plena en sesión 09-12 del 5 de marzo de 2012, artículo XI. 
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Subdirector 
Auditoría Interna del Poder Judicial 
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RESUMEN EJECUTIVO 


El presente servicio de auditoría es de tipo cumplimiento, la cual tuvo como objetivo analizar si el 
diseño del sistema de control interno para regular las incompatibilidades en la contratación 
administrativa en el Poder Judicial es adecuado y cumple con la normativa que lo regula, para lo 
cual se revisaron gestiones para el periodo comprendido entre el 1 de enero del 2020 al 31 de 
abril 2021; con fecha de corte al 19 de mayo 2021. 


 


Dado el riesgo de corrupción que por su naturaleza existe en los procesos de compra de las 
instituciones públicas; éstas deben protegerse con un sistema de control interno fortalecido, 
conformado por una serie de acciones diseñadas y ejecutadas por la administración activa, para 
proporcionar una garantía razonable de que se previene su materialización, todo en respuesta a 
lo requerido en la Ley de Contratación Administrativa, Ley General de Control Interno y Ley Contra 
la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función Pública.   
 
Siendo una aspiración del Poder Judicial promover la confianza y probidad ante la ciudadanía y 
al ser un tema sin analizarse directamente en los últimos estudios de los procesos de compras 
institucionales, se estimó relevante incluir este examen de forma específica en el Plan Anual de 
Trabajo de la Auditoría. 
 
De la evaluación realizada se determinó que la Institución ha diseñado algunos controles para 
enfrentar el riesgo de corrupción en sus trámites de compras, los cuales, si bien son utilizados 
satisfactoriamente, estos podrían resultar insuficientes para prevenir y disuadir a una persona de 
cometer alguna acción establecida en materia de prohibiciones o incompatibilidades. 
 
Lo anterior por cuanto, se echó de menos su incorporación en el proceso de inducción, hace falta 
reforzar la capacitación, no existe un registro de las personas participantes en los procesos de 
compra manifestando no tener ningún impedimento o prohibición y se requiere fortalecer este 
tema en las administraciones regionales. 
 
Es importante acotar la existencia actual de acciones vinculadas con la administración del riesgo 
de corrupción en el proceso de compras de la Proveeduría, cuyos controles se encuentran 
actualmente en construcción en coordinación con la Oficina de Cumplimiento como parte de un 
plan piloto para la implementación de la metodología para la identificación, análisis, 
administración y plan de acción de este tipo de riesgo, con lo cual se espera oportunamente un 
sistema de control interno más robusto, con el fin de evitar su materialización. 
 
De la evaluación practicada se formularon una serie de recomendaciones dirigidas a la Dirección 
Ejecutiva, Departamento de Proveeduría y Departamento Financiero Contable, tendientes a 
fortalecer y ampliar las actividades de control existentes dirigidas entre otras cosas a mejorar el 
proceso de inducción, crear un curso virtual, incluir el tema en capacitaciones, evidenciar el 
registro de no ser alcanzado por alguna prohibición o incompatibilidad de los y las participantes 
de compras, así como extender a las administraciones regionales las actividades de control que 
se están construyendo por parte de la Administración Activa para el proceso de compras de la 
Proveeduría Judicial. 
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Evaluación del sistema de Control Interno para administrar las incompatibilidades  


para el proceso de compras 


1 INTRODUCCIÓN 


1.1 Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno 


 
El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares 
subordinados encargados de las áreas evaluadas deben dar a los informes que emite la Auditoría 
Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas o el 
planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha 
de recibido el documento. 
 
A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que 
puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría Interna.  
 


1.2 Origen del estudio 


El presente estudio tiene su origen en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial, conocido 
en la Sesión de Corte N°06-2021 Art. II, del 08 de febrero del 2021. 
 


1.3 Objetivo general 


Analizar si el diseño del sistema de control interno para regular las incompatibilidades en la 
contratación administrativa en el Poder Judicial es adecuado y cumple con la normativa que lo 
regula. 


1.4 Alcance y naturaleza 


Este servicio de auditoría es de naturaleza de carácter especial y como parte de su alcance 
consideró el periodo comprendido entre enero 2020 al 30 de abril del 2021, con fecha de corte 
19 de mayo del 2021.  
 
En este se evaluó las medidas de control interno adoptadas formalmente por la Administración, 


para prevenir y detectar violaciones al régimen de prohibiciones establecidas en la normativa, 


para lo cual se revisó el diseño y mediante muestra se comprobó su aplicación. 


1.5 Equipo de trabajo 


El estudio fue desarrollado por Henry Vásquez Mena, Profesional de esta Auditoría, bajo la 
supervisión de Xinia Vega Guzmán, Jefatura de la Sección Auditoría de Estudios Especiales y 
Roy Díaz Chavarría, Subdirector de la Auditoría Judicial.  
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1.6 Normativa técnica aplicada 


Para la ejecución de este trabajo se observaron las Normas para el Ejercicio de la Auditoría 
Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas 
promulgadas por la Contraloría General de la República. 


1.7 Difusión de los resultados 


Los resultados, conclusiones y recomendaciones de este estudio se comunicaron a las instancias 
auditadas mediante informes en borrador remitidos todos el 2 de junio 2021 y comentados en 
conferencias finales, tal como se expone a continuación:  
 


Nº Oficio Dependencia Conferencia final (fecha/participación) 


N°772-59-IAC-SAEE-2021 Dirección Ejecutiva 1 de julio del 2021  
Lic. Wilberth Kidd Alvarado, Subdirector 
Ejecutivo. 


N°773-59-IAC-SAEE-2021 Departamento de 
Proveeduría 


2 de julio del 2021  
Licda. Ingrid Moya Aguilar, Jefa del 
Departamento  
MBA. Yurli Arguello Araya Jefa, Proceso 
de Adquisiciones. 
 


N°774-59-IAC-SAEE-2021 Departamento 
Financiero Contable 
 
 


30 de junio del 2021 
MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe 
Macroproceso Financiero Contable 
M.B.A Floribel Campos Solano, Jefa 
Proceso de Tesorería. 
M.B.A Andrea Valerín Arroyo, Jefa 
Subproceso de Egresos 
Lic. Mario Agüero Díaz, Coordinador 
Unidad de Pagos Menores. 


N°775-59-IAC-SAEE-2021 Oficina de 
Cumplimiento  


Mediante correo electrónico del 2 de julio 
del 2021, el Msc. Randall Zuñiga 
Palacios, Profesional en Control Interno, 
indicó no requerir la reunión. 
 


 
Lo anterior, permitió considerar las observaciones presentadas, las cuales han sido incorporadas 
al informe en lo pertinente. 
 


2 RESULTADOS DEL ESTUDIO 


Como producto de la auditoría realizada en el área bajo estudio, se determinaron los aspectos 
que se detallan a continuación: 
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Importancia de fortalecer el SCI institucional para regular el cumplimiento de las 
prohibiciones e incompatibilidades en el proceso de compras 


La sociedad costarricense exige integridad en los procesos de contratación de bienes y servicios 
en el Sector Público y se espera una conducta proba de parte de las personas representantes de 
las empresas, las cuales satisfacen esas necesidades, así como los servidores y servidoras 
encargados de desarrollar esta labor en las instituciones del Estado; por tal razón, se ha provisto 
en la Ley de Contratación Administrativa, principalmente en sus artículos 19, 22 y 22 bis las 
prohibiciones; además, la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 
Pública, en su artículo 3, insta al deber de probidad y el 18 de este mismo cuerpo normativo, 
regula el tema de incompatibilidades para servidoras y servidores públicos. 
 
Por lo anterior, al evaluar el control interno existente para el cumplimiento de estas normas en el 
proceso de contratación del Poder Judicial, se determinó, al 30 de abril del presente año, una 
insuficiencia2 de las acciones formalmente definidas para la administración del riesgo, tal como 
se expone a continuación:  
 


1. Controles detectivos 


Constituyen aquellas labores por medio de las cuales se advierte de la existencia de eventos, 
errores o fallas en los procesos o actividades. Estos requieren de acciones correctivas sobre los 
eventos o errores presentados y permiten visualizar la necesidad de introducir mejoras en los 
controles preventivos.  
 
Sobre esta clasificación, es importante mencionar el conocimiento obtenido por esta Auditoría en 
evaluación anterior3, sobre la inexistencia de este tipo de procedimientos de control y verificación 
para establecer si las empresas participantes están afectadas por causal de prohibición para 
contratar con el Estado, así como el análisis para comprobar la información consignada en la 
declaración jurada emitida por quienes ofrecen sus bienes y servicios, con la intención de 
corroborar la inobservancia de vicios u omisiones graves, que imposibilitan continuar con el 
proceso de contratación. 


 
Lo anterior, sustentado en respuesta (ante consulta de esta Auditoría), de la Jefatura de la 
Dirección Jurídica, expresada mediante correo electrónico del 29 de agosto del 2019, en la cual 
expuso lo siguiente:    
 


“Respecto al tema consultado, le comento que hace más de diez años, la Auditoría 
Judicial realizó consultas verbales a la entonces Asesoría Legal de la Dirección 
Ejecutiva.  En esa oportunidad se les aclaró que la metodología utilizada en los 
procedimientos de contratación en cuanto a la verificación de las prohibiciones de las 
oferentes en los distintos concursos, devenía del Principio de Buena Fe que aplica 
en materia de contratación y de la obligatoriedad incorporada como requisito legal en 
el pliego de condiciones que para los efectos constituye el reglamento específico de 


 
2 No es suficiente para la mitigación del evento de riesgo asociado, en virtud de los pocos objetivos de control que comprende, lo que 


podría dejar al descubierto otros importantes vinculados con el proceso o actividad bajo estudio. Deberá ser complementado con 
otros capaces de brindar cobertura a los demás objetivos de control identificados como parte del SCI relacionado con el objeto de 
estudio. 
3 Según consulta del 7 de agosto del 2019, a la Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, de la Dirección Jurídica, como 


parte del estudio denominado “Contrataciones realizadas por la Proveeduría Judicial mediante las denominadas licitaciones 
abreviadas” comunicado mediante oficio N°666-25-SAF-2020, del 12 de junio del 2020.   
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la Contratación (artículo 51 del Reglamento a la Ley de Contratación 
Administrativa).  Esa metodología es la que se sigue utilizando, la cual ha sido 
avalada por la Contraloría General de la República, cuando los procedimientos llegan 
a su conocimiento por distintas razones.” 
 


Por lo anterior, dada la naturaleza y el volumen de las operaciones en los procedimientos de 
contratación, la Administración activa no ha estimado viable implementar este tipo de controles 
detectivos, por no adaptarse a la capacidad de la Institución con los recursos disponibles para su 
oportuna y adecuada aplicación, en consonancia con una relación satisfactoria de costo - 
beneficio. 
 
No obstante, dado el dinamismo administrativo y nuevas herramientas informáticas disponibles, 
estima esta Auditoría la importancia de fortalecer el sistema de control interno (en adelante SCI), 
desde otras formas, como se menciona más adelante.  
 


2. Controles preventivos  


Utilizado para evadir eventos indeseables, errores u otras ocurrencias cuyo resultado material 
podría ser negativo sobre un proceso, los cuales están diseñados para reducir el número y 
severidad de las desviaciones que requieren acción correctiva.  
 
2.1 Controles preventivos existentes: 
 
Bajo este marco, se encontraron las siguientes gestiones para prevenir el incumplimiento de las 
prohibiciones e incompatibilidades en el proceso de compras: 
 


➢ Declaraciones juradas: Se dispone del requerimiento a los proveedores de bienes y 


servicios de firmar un documento, para todas las modalidades de contratación, donde se 


comprometen a cumplir los requerimientos normativos y afirman la no existencia o 


impedimento de las prohibiciones, a fin de participar ofreciendo sus bienes y servicios al 


Poder Judicial, determinándose mediante muestra resultados satisfactorios en su 


aplicación. 


 
➢ Guía de conducta para las Empresas Proveedoras: En los carteles para realizar 


compras se solicita a las empresas proveedoras completar esta Guía, la cual fue 


comunicada por Circular 158-2016, de la Secretaría de la Corte, el 12 de setiembre del 


2016.  Entre los aspectos más afines al objetivo de esta evaluación, se solicita lo siguiente: 


 


• Conducta esperada con base en la Ley de Contratación Administrativa y su 


Reglamento, así como en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito 


en la Función Pública (N° 8422) y su Reglamento, y cualquiera otra normativa 


que regule su participación en los procedimientos de contratación, sea normativa 


externa o interna del Poder Judicial. 


• Restricción de regalos viajes y otros beneficios hacia las personas trabajadoras 


de la Institución.  


• Manejo de información y confidencialidad:  Entendimiento y transparencia, 


mantener el sigilo de los datos a los que tengan acceso y prohibición de obtener, 
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reproducir o divulgar hechos o datos de información del Poder Judicial en 


beneficio propio o de terceros. 


• Actos de corrupción: ventajas indebidas, prevenir comportamientos ilegales, 


conflictos de interés, se reprocha el incumplimiento tributario, laboral, ambiental, 


como forma de practicar precios y condiciones de suministros más competitivos. 


De conocerse estos hechos se inicia el proceso legal respectivo. 


 


Al respecto, se comprobó en los carteles seleccionados la incorporación efectiva 


de este requerimiento. 


 
➢ Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los 


Conflictos de Interés en el Poder Judicial: Esta es aplicable a las personas trabajadoras 


de la Institución, fue comunicada mediante Circular de la Secretaría de la Corte 72-2019, 


del 10 de mayo del 2019.  Los siguientes artículos, se vinculan con el objeto de estudio a 


saber:  


 


• Incompatibilidades para la contratación administrativa. (artículo 14) 


• Declaraciones sobre parentescos. (artículo 16) 


• Regalos y otros beneficios. (artículo 18) 


• Obsequios a familiares. (artículo 19) 


• Colaboración para viajes y pago de estudios. (artículo 20) 


• Participación de actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y 


aceptación de obsequios. (artículo 21) 


 
➢ Canal de denuncias: Se dispone de canales de denuncias gratuitos mediante líneas 


telefónicas y direcciones de correo electrónico, para las personas usuarias, así como para 


el personal judicial, donde determinadas instancias atienden las gestiones según su 


naturaleza.   


Si bien los controles citados, intentan convencer al eventual perpetrador de actos corruptivos, de 
no realizar la conducta tutelada, de la revisión practicada se evidenció la existencia de otras 
tareas preventivas con oportunidad de mejora para lograr su suficiencia y así fortalecer este SCI, 
según se presenta en el siguiente punto.  
 
2.2. Controles preventivos por mejorar 


 


➢ Capacitación 


No se dispone de un proceso de inducción sistemático, convergentemente instaurado y 
documentado, para el personal de nuevo ingreso a los puestos encargados de adquirir bienes y 
servicios para el Poder Judicial.   
A nivel de las Administraciones Regionales, se debe citar la disponibilidad de la Circular 21-2020 
de la Dirección Ejecutiva denominada “Competencias y Responsabilidades en el Procedimiento 
para ejecutar Compras Menores a través de las Administraciones Regionales, en el que 
participan las Administraciones del Ministerio Público y del Organismo de Investigación Judicial”, 
sin embargo, esta no incluye el tema a sensibilizar sujeto a valoración. 
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Además, los cursos impartidos por parte de la Proveeduría Judicial, periódicamente (uno el año 
anterior, expuesto a varios grupos en diferentes fechas) no se incluye el tema de prohibiciones e 
incompatibilidades como un contenido a desarrollar durante la formación, promoviendo la 
reflexión e interiorización, con ejemplos y fomentando la conversación durante el evento, a fin de 
hacer conciencia de esta importancia; cabe mencionar que, en el material de apoyo suministrado 
en estas capacitaciones, se facilitó a las personas participantes una carpeta denominada 
“Jurisprudencia” en la cual se incorporó, entre otros documentos, los artículos 22 y 22 bis de la 
Ley de Contratación Administrativa. 
 
Esta modalidad de capacitación tiene su desventaja, por cuanto se puede acceder a ellos, 
únicamente en las fechas programadas y dada la rotación del personal, inherente a los puestos 
institucionales, constantemente se requiere adquirir conocimiento y se generan dudas en la 
operatividad del proceso.  No se ha implementado un curso virtual básico para permitir a estas 
personas, adquirir conocimientos en el proceso de compras en sus diferentes modalidades 
vinculados a prohibiciones e incompatibilidades entre otros. 
 
Al respecto, la Jefa a.i de la Proveeduría y la Jefa del Proceso de Adquisiciones, mencionaron 
ante consulta de esta Auditoría su posición ante la posibilidad de elaborar un curso virtual, 
manifestando estar actualmente tramitándose una nueva Ley de Contratación Administrativa, 
aunado al hecho de ser las regulaciones e interpretaciones en esta materia, muy dinámicas, lo 
cual, de formularse un curso bajo esta modalidad, podría no ser una herramienta a perdurar en 
el tiempo, dado lo cambiante de su contenido. 
 
Esta Auditoría opina, aun cuando cambien algunos procedimientos, los principios esenciales cuya 
función es regular la materia de compras en el Estado, se mantienen vigentes y las necesidades 
de formación y dudas surgidas durante del proceso continúan, por lo cual, si es necesario 
capacitación disponible en una modalidad tan versátil y dinámica, similar a la variación normativa. 
 
Es importante traer a colación lo citado en discusión del informe en borrador, con las 
representantes del Departamento de Proveeduría, realizada el 2 de julio del 2021, las cuales 
mencionaron que esa Dependencia no brinda esos cursos contantemente, ya que no se dispone 
de un grupo de personas que se dedique a esa labor; sin embargo como parte de las metas del 
PAO brindan este servicio con la intención de hacer una devolución a las Oficinas; además, los 
temas impartidos, no siembre están vinculados con el estudiado.  Además, estiman que este tema 
podría aplicarse como el de “Conflictos de interés”, incorporándolo como parte de los cursos 
obligatorios y así llegar a más personal judicial.  
 
Otro aspecto citado, es que quedan pocos meses para concluir este periodo y se dificultaría 
asumir esas capacitaciones, en vista del incremento de la labor en estas fechas, donde 
generalmente el recurso humano está destinado a la operatividad del proceso. 
 
No obstante, en conversación realizada el 1 de julio del 2021, con el Subdirector Ejecutivo, para 
comentar los resultados en borrador de este estudio, secundó la posición del Departamento de 
Proveeduría, pero propuso que se impartan dos charlas para los meses que faltan para concluir 
este año y hacer la gestión para instaurar el curso para marzo 2022 una vez implementada la 
nueva Ley con sus consideraciones.  
 
Sobre esta condición, concuerda el articulado 2.4 de las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, en la cual se señala, entre otras cosas, el deber de contar con el personal idóneo para 
el logro de los objetivos institucionales, siendo necesaria la motivación y capacitación para formar 
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y mantener actualizado este recurso humano.  
  


➢ Registro del compromiso ético y documentación de conflicto de intereses de 


servidores designados para compras en el Poder Judicial 


No existe como parte del SCI un registro similar a la declaración jurada utilizada para oferentes 
externos a ser aplicado por los servidores y servidoras judiciales vinculados con los trámites de 
adquisiciones, con la intención de documentar también la advertencia del compromiso ético, así 
como la manifestación de estar libres de conflictos de intereses tanto al inicio como durante el 
proceso, a fin de plasmar su deber de cumplir con el ordenamiento jurídico, relacionado con el 
tema examinado.   
 
Al respecto, en sesión de audiencia de este informe las representantes de la Proveeduría 
manifestaron dificultades para incorporar esta mejora en el espacio destinado a las asignaciones 
en Sistema SIGA-PJ, por cuanto es muy pequeño y no sería funcional.  Además, las personas 
participantes del proceso son varias, dificultándose el registro por Sistema, con la configuración 
actual. Otro aspecto mencionado es que las compras serán centralizadas por medio del “Sistema 
Integrado de Compras Públicas (SICOP)” a nivel de gobierno, por lo que se restringe el ingreso 
de un registro de ese tipo. 
 
También el volumen de transacciones de algunas personas participantes restaría agilidad, al 
tener que llenar ese formulario cada vez. En vista de lo anterior sugirieron documentar este 
compromiso ético una sola vez en cada periodo económico. 
 


➢ Caja Chica: 


Si bien las operaciones por caja chica no están cubiertas por las prohibiciones de la Ley de 
Contratación Administrativa, si corresponden a erogaciones mediante fondos públicos al tenor de 
lo dispuesto en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, en 
el cual se presenta el principio de probidad, obligando a la persona funcionaria a ejecutar su 
gestión a satisfacción del interés público, mostrando rectitud y buena fe en el ejercicio de sus 
funciones. 
 
En este contexto, para guiar la ejecución de adquisición de bienes y servicios bajo esta 
modalidad, se cuenta con el “Manual de procedimientos de cajas chicas auxiliares”, comunicado 
por Circular 23-2020 del 9 de diciembre de 2020, emitido por el Departamento Financiero 
Contable, y este trata la parte procedimental, pero no se incluye entre sus consideraciones el 
tema de prevenir incompatibilidades o inhibirse ante conflictos de interés, tales como: 
 


• Incompatibilidades  


• No contratar con personas o empresas vinculadas por parentescos propios o de 


compañeros o compañeras de Oficina. 


• No recibir regalos y otros beneficios 


• No aceptar ningún tipo de compensación 


• Colaboración o descuentos para las personas o sus familiares que promueven la 


contratación. 


• Participación de eventos organizadas o patrocinadas por proveedores. 
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Si bien, en la reunión de audiencia del 28 de junio del 2021, los representantes del Departamento 


Financiero Contable señalaron la conveniencia de girar lineamientos sobre este tema mediante 


circular y no como parte del Manual citado, el Subdirector Ejecutivo, indicó en la presentación 


verbal de los resultados del estudio, que esas instrucciones deben estar plasmadas en el Manual 


de uso continuo de manera integrada. 


 
➢ Controles en administraciones regionales 


No se dispone de controles formalmente definidos y estandarizados en las administraciones 
regionales para administrar el riesgo, buscando evitar que el personal judicial con poder de 
decisión en contrataciones aproveche su condición sacando beneficio o ventajas, por tanto, a la 
fecha de corte de la evaluación, están pendientes de instaurar por parte de la Dirección Ejecutiva, 
lo siguiente: 
 


• Inducción a personas de nuevo ingreso que motiven el cumplimiento de 


incompatibilidades y prohibiciones de la Ley de Contratación Administrativa. 


• Documentación necesaria para el registro apropiado donde se evidencia que las personas 


encargadas de guiar y ejecutar el proceso de contratación no tienen ningún impedimento 


o conflicto de interés para participar del proceso. 


• Indicaciones sobre búsqueda de empresas, con igualdad de acceso, las cuales podrían 


suplir los bienes o servicios requeridos. 


• Entre otras asociadas a prevenir el riesgo. 


 
3. Control correctivo 


Son diseñados para colocar los resultados y comportamientos indeseados en línea con las 
regulaciones, estándares o metas planteadas.  
 
En la Institución se dispone del proceso disciplinario de la Inspección Judicial, el cual se aplica 
una vez que se conoce la comisión del hecho; sin embargo, se carece del procedimiento 
formalizado (escrito y divulgado), en caso de detectarse algún evento en cualquier etapa del 
procedimiento de contratación administrativa. 
 
Recapitulando, lo anotado en párrafos anteriores versa en la necesidad de fortalecer el control 
para el cumplimiento de las regulaciones referidas a los supuestos de prohibición y conflictos de 
intereses, tanto en materia de contratación administrativa como a la luz de lo dispuesto en la Ley 
contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 
Lo antes dicho, basado en las Normas de Control Interno para el Sector Público, citadas a 
continuación: 
 
El numeral 4.6 cita el “Cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico” al definir el deber del 
jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, de “establecer las actividades de 
control que permitan obtener una seguridad razonable de que la actuación de la institución es 
conforme con las disposiciones jurídicas y técnicas vigentes”. 
 
En cuanto a la aspiración de la espera de una conducta apropiada, por parte de las personas 
vinculadas con el proceso en análisis, el numeral 2.3.3 menciona: “Los sistemas de gestión deben 
incorporar, como parte de las actividades de control, consideraciones de tipo ético que garanticen 
razonablemente un desempeño ajustado a altos estándares de comportamiento, que permitan 
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una cabal rendición de cuentas ante los sujetos interesados. En ese sentido, debe prestarse 
especial atención a los sistemas de particular sensibilidad y exposición a los riesgos.”   
 
Por su parte, la norma 1.5 reza la “Responsabilidad de los funcionarios, según sus competencias, 
de realizar las acciones y atender los requerimientos para el debido diseño, implantación, 
operación, y fortalecimiento de los distintos componentes funcionales del SCI, de manera 
oportuna, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables.” 
 
La importancia de controles con respuesta al riesgo, se tutelan en el apartado 4.2.b indicando 
que éstas “deben ser congruentes con los riesgos que se pretende administrar, lo que conlleva 
su dinamismo de acuerdo con el comportamiento de esos riesgos.” 
 
Además, la documentación es regulada en el apartado 4.2.e mencionando el deber de 
documentarlas “mediante su incorporación en los manuales de procedimientos, en las 
descripciones de puestos y procesos, o en documentos de naturaleza similar. Esa documentación 
debe estar disponible, en forma ordenada conforme a criterios previamente establecidos, para su 
uso, consulta y evaluación.” 
 
En cuanto a la divulgación que se echa de menos, el punto 4.2.f cita “Las actividades de control 
deben ser de conocimiento general, y comunicarse a los funcionarios que deben aplicarlas en el 
desempeño de sus cargos. Dicha comunicación debe darse preferiblemente por escrito, en 
términos claros y específicos.” 
 
Este débil diseño del SCI para gestionar el riesgo en los procedimientos de compra tiene su origen 
principalmente en las siguientes razones: 
 


• Referente a la inexistencia de controles detectivos para verificar en estos procesos de 


compra, cada variable del régimen de prohibiciones contenidas en los artículos 22 y 22 


bis de la Ley de Contratación Administrativa, conforme lo dispone el numeral 20 de su 


Reglamento, se debe particularmente a la inversión onerosa del recurso resultante de 


estas comprobaciones, considerando la cantidad de procedimientos de adquisiciones 


gestionados tanto por la Proveeduría Judicial como por las administraciones regionales y 


otras de los auxiliares de justicia. 


 
Tal como se mencionó, como parte de los controles correctivos, la Administración ha 
optado por analizar aquellos casos en los cuales se presenta alguna alerta de 
incumplimiento o se tiene alguna sospecha, los cuales, según lo referido por algunas de 
las personas entrevistadas, han sido pocos (3 casos) investigados durante muchos años, 
para los cuales se aplicó el procedimiento correspondiente, citado. Sin embargo; este 
opera por costumbre, fuera de la formalidad ya que el mismo no se encuentra 
protocolarizado, aspecto citado en líneas anteriores.  
 
En opinión de esta Auditoría, este tratamiento es razonable a la luz de los requisitos de 
las actividades de control contenidas en las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, entre los cuales se encuentra el estar integradas a la gestión institucional de 
forma natural y sin provocar menoscabo a la observancia de los principios constitucionales 
de eficacia, eficiencia, simplicidad y celeridad (norma 4.2.a ); así como presentar una 
relación satisfactoria de costo-beneficio (norma 4.2.c), adaptadas a la capacidad de la 
institución de implantarlas y ejecutarlas correcta y oportunamente ajustándose al bloque 
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de legalidad (norma 4.2.d). 
 


• Como resultado del análisis del Sistema Específico del Riesgo Institucional (SEVRI 2020), 


no se observaron acciones tendientes a administrar este riesgo por parte de la 


Proveeduría Judicial en su gestión, a la fecha de corte del estudio.  


 
Estas acciones no se habían logrado concretar debido a la rotación de jefaturas enfrentada 
por la Oficina Proveedora, con implicación en demorar el abordaje de su SEVRI con el 
planteamiento de alternativas de administración de este riesgo, según lo estipulado en la 
Ley General de Control Interno, artículo 14 inciso b) sobre el deber de “Analizar el efecto 
posible de los riesgos identificados, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y 
decidir las acciones que se tomarán para administrarlos.” 
  
Otro aspecto a considerar es lo citado por la Jefatura de la Proveeduría y la Jefa del 
Proceso de Adquisiciones, quienes manifestaron para ese momento, haber sido 
considerado suficiente por parte de la Jefatura anterior; las declaraciones juradas y la Guía 
de Conducta para Proveedores; no obstante, ese razonamiento no se encontraba 
documentado en el SEVRI. 
 
Por su parte, la Dirección Ejecutiva no ha dado el impulso con la rigurosidad necesaria en 


diseñar formalmente el control interno sobre este tema en las Administraciones 


Regionales, tanto para los procedimientos de contratación como para las adquisiciones 


por caja chica, estas últimas bajo el artículo 38 inciso c de la Ley contra la Corrupción y 


Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, el cual consigna como causales de 


responsabilidad administrativa, el favorecimiento propio, del cónyuge, compañera o 


compañero, o alguno de sus parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, 


por personas físicas o jurídicas que sean potenciales oferentes, contratistas o usuarios de 


la entidad donde presta servicios. 


 
Respecto a la falta de gestionar formalmente el riesgo de corrupción en el proceso de 
contratación, según información proporcionada por la Oficina de Cumplimiento (OC), con 
aporte de la cooperación internacional de la Embajada de Estados Unidos y el ente 
ejecutor National Center for States of Courts (NCSC)4, se elaboró una metodología que 
permitirá la identificación, análisis, administración y un plan de acción (definición de 
controles) de este tipo de riesgo a nivel institucional. 
 
En correo electrónico del 4 de mayo del 2021, el Profesional en Control Interno de la OC, 
expresó respecto a esta metodología “todavía no se ha presentado a las autoridades de 
Consejo y Corte Plena, porque se está realizando el plan piloto con el Departamento de 
Proveeduría para el proceso de contratación; y así tener también resultados de la 
aplicación y retroalimentación en cuanto a la misma.  Sin embargo, el pasado 9 de 
diciembre de 2020 como parte del proceso de rendición de cuentas de los resultados del 
proyecto de cooperación con la Embajada de USA, la Oficina de Cumplimiento expuso y 
entregó dentro su informe de labores ante las autoridades judiciales, entre otros productos, 
la metodología de riesgo de corrupción.” 
 
 


 
4 Comunicado de Prensa del Poder Judicial del 21 de abril del 2021. 
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Posteriormente, este mismo Profesional, en consulta del 21 de junio del 2021, confirmó 
encontrarse este documento en elaboración a partir de las sesiones de trabajo con el 
Departamento de Proveeduría y la Dirección Ejecutiva, esperando una vez concluida 
someterla a conocimiento de las autoridades superiores. 
 
De la información obtenida; se estableció en la primera etapa, lo siguiente: 
 


• Concepto de riesgo de corrupción a nivel institucional. 


• Criterios de valoración para los niveles de probabilidad e impacto. 


• Elaboración de una matriz para identificar las zonas de riesgo según su nivel 
inherente. 


• Establecimiento de controles a partir del riesgo de corrupción. 


• Catálogo de riesgos de corrupción según el tipo de proceso aplicado. 
 
Sobre este particular, ante consulta de esta Auditoría sobre alcance, roles y 
responsabilidades del plan piloto en los procesos de contratación de la Proveeduría, se 
indicó mediante correo electrónico del 19 de mayo del 2021, las siguientes fechas, en una 
matriz de Excel a saber:   
 
Fase 1) 15 de abril 2021. (primera sesión de trabajo) 


• Presentación de la Metodología. 


• Definición de actividades. 


Fase 2) 27 de mayo al 8 de junio 2021. 


• Identificación del riesgo de corrupción. 


Fase 3) 10 al 22 de junio del 2021. 


• Probabilidad 


• Impacto 


Fase 4) 24 de junio al 8 de julio 


• Definición de controles 


Por lo anterior, como resultado de este esfuerzo institucional se espera oportunamente el 
fortalecimiento del SCI operante en la Proveeduría, con la implementación de actividades en sus 
procesos de compra para orientar la adopción de buenas prácticas con el fin de evitar la 
materialización del riesgo de corrupción. 
 
Además de lo anterior, esta Auditoría consultó la fecha estimada para implementar los controles 
para gestionar este riesgo en el proceso de compra a cargo de las administraciones regionales, 
ante lo cual el Profesional de la OC mencionó en correo del 19 de mayo del 2021 lo siguiente: 
 


 “en principio y en esta primera etapa se estará trabajando con el proceso de 
contratación con el Departamento de Proveeduría, tomando en cuenta que a nivel 
regional existen algunas particularidades de las administraciones en la ejecución de 
estos procesos y que pueden generar otros riesgos de corrupción.  […] 
 
[…]una vez que se haya realizado el trabajo con Proveeduría, valorar la viabilidad 
de aplicarlo en las administraciones regionales o si se requiere algún trabajo 
específico con estas oficinas.” 
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De la respuesta obtenida, se concluye por parte de este Ente Evaluador que el fortalecimiento del 
SCI para el proceso de compras de la Proveeduría se encuentra en construcción con una 
metodología en proceso de prueba y aprobación, lo cual es positivo; sin embargo, su alcance a 
los procedimientos de adquisición de las administraciones regionales no está calendarizado y 
podría quedar para un ejercicio posterior, prolongando la deficiencia del control más del tiempo 
razonable. 


 
De mantenerse la condición existente la Institución se expone a lo siguiente: 
 


• Materialización del riesgo de corrupción en contrataciones, conllevando a dañar la imagen 


institucional.  


 


• Desviación del interés público hacia el beneficio de sujetos privados. 


 


• Además, al no disponer de un control interno fuerte, formalmente establecido y divulgado, 


podría devenir en el incumplimiento de los principios de transparencia, igualdad, libre 


competencia que debe respetarse en los procedimientos de compra, de conformidad con 


el artículo 5 de Ley de Contratación Administrativa. 


 


• Un conflicto de intereses no atendido debidamente en un procedimiento de Contratación, 
por desconocimiento de la normativa, falta de inducción al respecto y carencia de un 
procedimiento para revelar cualquier evento potencial antes de tomar parte en un 
procedimiento o durante él, podría tener un impacto negativo por no adoptarse las 
medidas apropiadas, afectando los fondos públicos, la imagen institucional y la 
operatividad del proceso. 
 


• La falta de formación en este tema conlleva a bajos niveles de sensibilización, sin lograr 
concientizar al personal involucrado, para prevenir las posibles situaciones de conflicto de 
intereses, así como de actos de corrupción. 


 


• De no prevenir con mayor rigurosidad estas conductas, ante la materialización se limita el 


cumplimiento de objetivos de los diferentes despachos judiciales, por cuanto no se 


recibirían oportunamente los bienes y servicios esperados en caso de anulación del 


proceso y costos administrativos en caso de hacer trámites disciplinarios ante la 


Inspección Judicial.  También con la anulación del proceso de compra, se 


desaprovecharían los recursos por cuanto se debe volver a invertir en un nuevo trámite, 


generando atrasos en el cumplimiento de fin público, que justifico la necesidad requerida. 


 


3 CONCLUSIONES DEL ESTUDIO 


El sistema de control interno para regular incompatibilidades y prohibiciones en el proceso de 
compras en el Poder Judicial, posee actividades diseñadas para intentar disuadir a los y las 
participantes de cometer hechos contrarios a las normas que regulan la materia, los cuales se 
aplican razonablemente; sin embargo, resultan insuficientes para lograr su cometido, 
observándose la necesidad de fortalecerlos y complementarlos, por lo que se puede comprometer 
el cumplimiento del ordenamiento jurídico. 
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4 RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO 


 
A la Directora Ejecutiva 
4.1. Coordinar con la Oficina de Cumplimiento, la aplicación de la metodología del riesgo de 
corrupción en el proceso de compra de bienes y servicios en las administraciones regionales, con 
la finalidad de aprovechar los resultados del ejercicio con la Proveeduría y así definir y 
estandarizar los controles para la gestión de este riesgo en esas oficinas a nivel nacional, en 
apego a principios de rectitud y transparencia. 
 
Plazo de implementación sugerido:  4 meses 
 
4.2. Establecer por escrito como parte del Sistema de control interno el proceso de inducción 
para las personas encargadas de compras en las administraciones regionales, con el propósito 
de disponer de una guía para realizar sus actividades de primer ingreso y sean advertidos de las 
prohibiciones e incompatibilidades en esta materia. 
 
Plazo de implementación sugerido: 2 meses. 
 
4.3. Gestionar ante la Dirección de Gestión Humana la elaboración de un curso en modalidad 
virtual para las personas encargadas de compras, con el propósito de reiterar entre otros temas 
el recordatorio de cumplir con las prohibiciones e incompatibilidades, así como las personas de 
nuevo ingreso puedan disponer de apoyo material y formación oportuna en el momento requerido. 
 
Plazo de implementación sugerido 8 meses. 
 
4.4. Implementar un control formal, para que las servidoras y servidores participantes en el 
proceso de compras documenten en cada período económico el compromiso ético, donde en 
caso de existir conflictos de intereses, o ante el conocimiento de prohibiciones e 
incompatibilidades establecidas en la normativa de Contratación Administrativa, así se 
documenten, con el propósito de registrar la motivación del cumplimiento normativo.   
 
Plazo de implementación sugerido: 2 meses 
 
4.5. Incorporar en sus instructivos internos para el proceso de compras menores, el tema de 
incompatibilidades y prohibiciones del proceso de compras, con el propósito de adicionar 
controles preventivos para evitar la materialización de estas conductas.  
 
Plazo de implementación sugerido: 2 meses 
 
4.6. Establecer formalmente el protocolo de actuación para gestionar los casos de presunción 
de un incumplimiento del régimen de incompatibilidades y prohibiciones en los procesos de 
compra, a fin de disponer por escrito de este procedimiento, funcionando de guía para su uso 
ante estos eventos. 
 
Plazo de implementación sugerido:  2 meses. 
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A la Proveedora Judicial 
 
4.7. Incorporar formalmente en los instructivos internos las actividades de control que surjan 
del ejercicio actualmente en desarrollo, sobre la aplicación en los procesos de compra de la 
metodología del riesgo de corrupción elaborada por la Oficina de Cumplimiento, a fin de 
comunicarlos por escrito y estar disponibles para su uso y consulta de las oficinas evaluadoras. 
 
Plazo de implementación sugerido:  5 meses 
 
4.8. Incluir en los cursos de capacitación brindados por la Proveeduría al personal judicial el 
tema de prohibiciones estipulado en la Ley de Contratación Administrativa, e incompatibilidades 
incluidas en el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la 
Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, a fin de fortalecer la 
concientización de la importancia de prevenir esas conductas. 
 
Plazo de implementación sugerido:  2 meses 
 
4.9. Impartir dos charlas sobre contratación administrativa a las personas participantes del 
proceso de compras de las administraciones regionales, con el propósito de reiterar entre otros 
temas el recordatorio de cumplir con las prohibiciones e incompatibilidades. 
 
Plazo de implementación: 5 meses 
 
A la Jefatura del Departamento Financiero Contable  
 
4.9. Adicionar en el “Manual de procedimientos de cajas chicas auxiliares”, el recordatorio de 
cumplir con el principio de probidad al ejecutar la gestión de las compras y contratación de 
servicios a satisfacción del interés público, con el propósito de incentivar altos estándares de 
conducta en la ejecución de estas actividades y así fortalecer el ambiente de control relacionado 
con el riesgo de corrupción. 
 
Plazo de implementación 2 meses. 
 






Metodología Valoración del riesgo  de corrupción, Poder Judicial










“El Construir una cultura de prevención no es fácil. Si bien los costos de la prevención deben pagarse en el presente, sus beneficios se hallan en el futuro distante. Además, los beneficios no son tangibles; son los desastres y los infortunios que no ocurrieron.” Kofi Annan – Secretario General de las Naciones Unidas







PROYECTO ELABORACIÓN SISTEMA DE RIESGO ANTICORRUPCIÓN - 2020

Gestión de Riesgo de Corrupción

Análisis de los Riesgos vinculados a situaciones de Corrupción

Ejemplo: Actuar bajo causal de conflicto de interés, posibilidad de recibir o solicitar cualquier beneficio a nombre propio o de terceros para el otorgamiento de una contratación o compra.

Gestión de Riesgo (SEVRI)



Valoración de los riesgos que enfrenta la Institución (multidimensional) 

Ejemplo: Extravío de expediente, suspensión de audiencias, desactualización de datos electrónicos









Concepto riesgo corrupción

Elementos del concepto

Contextualizar

Partes interesadas







Probabilidad

Impacto







Definir controles

Seguimiento 

Monitoreo



Valoración de Riesgos de Corrupción







Identificación





Análisis





Plan de Acción





FASE I
Identificación de riesgo de Corrupción







Definición de Riesgo corrupción




Probabilidad u o ocurrencia de un evento que, haciendo uso indebido del poder y de los recursos públicos para ventaja personal o beneficio de terceros, que perjudique el interés general.

 






Guía para la identificación de un Riesgo en el tema de Corrupción

Uso del poder: utilización o aprovechamiento de aquella facultad otorgada por ley; con ocasión de  investidura pública,  para el desempeño del cargo público.

Desviar la gestión de lo público: Desviar la gestión de lo público, ejerciendo la facultad y competencias otorgadas en razón de la investidura pública, con una finalidad distinta  a la conferida para el cumplimiento de sus deberes y competencias públicas.

Ventaja personal o de terceros:  Obtención de un beneficio o utilidad sea  en forma directa o indirecta, para sí o para un tercero.

Perjudique el Interés General. Conjunto de valores, objetivos y funciones encomendadas constitucional y normativamente a los poderes públicos, que buscan la satisfacción de la colectividad.
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Usuario Institucional

Proveedores

Servidores judiciales

Ex servidores







EXTERNO

Zona geográfica

Situaciones socioeconómicas

Tecnología (capacidades)

Culturales 

Cambios de normativa















INTERNO

Estructura organizacional

Seguridad de la información

Sistema de control interno (efectividad)









¿Por qué se presenta un riesgo?







8





Contexto





Partes Interesadas





Factores de riesgo

(Riesgo de Corrupción)





***** IMPORTANTE****

El riesgo es la posibilidad de que se presente un acto, sin que ello signifique que exista corrupción en la Oficina/proceso/despacho. Se trata de reconocer que se pueden presentar hechos de corrupción, con el fin de determinar sus causas y de establecer/fortalecer sus controles.







FASE II
Análisis del riesgo







Probabilidad de ocurrencia




SEVRI

Probabilidad de ocurrencia

( P.O.)



Muy probable



90%

Bastante Probable



70%

Probable



50%

Poco probable



30%

Improbable



10%

=

Riesgo de Corrupción

Probabilidad de ocurrencia

( P.O.)



Muy probable



90%

Bastante Probable



70%

Probable



50%

Poco probable



30%

Improbable



10%









Definiciones de probabilidad









Impacto 



=

SEVRI

Impacto ( I )

Muy alto



5

Alto



4

Moderado



3

Bajo



2

Muy bajo



1

Riesgo de corrupción

Impacto ( I )

Muy alto



5

Alto



4

Moderado



3

Bajo



2

Muy bajo



1









Definiciones Nivel de Impacto



		Valor		Nivel		Descripción

		1		Muy bajo		Consecuencias mínimas en los procesos analizados para la Oficina y la Institución

		2		Bajo		Consecuencias menores en los procesos analizados para la Oficina y la Institución

		3		Moderado		Consecuencias relevantes en los procesos analizados para la Oficina y la Institución

		4		Alto 		Consecuencias significativas en los procesos analizados para la Oficina y la Institución

		5		Muy alto		Consecuencias críticas en los procesos analizados para la Oficina y la Institución







Guía para valorar el impacto



		Tipo		Descripción		Sí 		No

		Procesos disciplinarios y penales		Incluye las penas o sanciones derivadas del incumplimiento de las leyes y regulaciones		 		 

		Servicio al usuario		Impacto en el cumplimiento de la gestión pública con consecuencia en el servicio y acceso a la justifica		 		 

		Aspectos económicos y activos		Incluye los efectos negativos sobre el presupuesto institucional, así como la afectación en los activos		 		 

		Imagen institucional		Incluye la pérdida de confianza, credibilidad y percepción negativa sobre la institución por parte de la ciudadanía en general		 		 

		Procesos operativos		Incluye el incumplimiento de procedimientos, directrices y manuales internos generando retrasos, sobrecarga de trabajo e inejecución de actividades		 		 







FASE III
Evaluación del riesgo







Evaluación del riesgo



≠



Intervalo



Nivel del riesgo inherente

SEVRI 





10 a 349 





Bajo (aceptable) 





350 a 699 





Medio (precauciones) 





700 a 1350 





Alto (inaceptable) 





Intervalo

Riesgo de corrupción

Nivel del riesgo inherente





10 a 30





Bajo (aceptable) 





31 a 49





Moderado (precausiones)





150 a 280



Alto (inaceptable) 





281 a 450





Extremo (inaceptable) 

















Propuesta de Trabajo

Cronograma



























GENERAL

 Aplicar la metodología de Riesgo de Corrupción en el proceso de contratación administrativa de las Administraciones Regionales.



ESPECÍFICOS

Identificar y analizar los riesgos de corrupción en el proceso de contratación administrativa, según sus particularidades.

Generar un catálogo de riesgos de corrupción de este proceso

Construir un mapa de calor a partir de los riesgos definidos



Objetivos







Grupo de Trabajo

Cronograma de trabajo
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